
Trinidad
Steinert.

No ha sido un “aterrizaje” tranquilo
el de Trinidad Steinert en el Ministerio
de Seguridad. Ya el primer día, enfren-
taba el ataque armado al sargento se-
gundo de Carabineros Javier Figueroa
en Puerto Varas, lo que generó el des-
pliegue del gobierno entrante en la Re-
gión de Los Lagos.

Sin embargo, mientras el uniformado
se mantenía con muerte cerebral y luego
de haberlo visitado en el hospital de
Puerto Montt, Steinert envió un oficio al
director de la PDI, Eduardo Cerna, pi-
diendo explicaciones por los traslados
de cuatro funcionarios policiales que
trabajaban con ella en una investigación
en Tarapacá, cuando era fiscal regional.
Esos traslados los había decidido la en-
tonces subdirectora de Inteligencia y ter-
cera antigüedad de la PDI, Consuelo Pe-
ña, a quien, una semana después, Cerna
la llamó a retiro. Al respecto, Steinert so-
lo ha dicho que se trató de una “decisión
institucional” de la policía civil, y que
“no tengo rencillas con nadie”.

Conocedores de esa determinación
señalan que habría sido Steinert quien
le pidió al mandamás de la PDI la salida
de Peña, por las diferencias que se gene-
raron en la investigación en Iquique.

En ese marco, por días Steinert y su
equipo de comunicaciones se mantu-
vieron en silencio, lo que ha generado
críticas por la injerencia que habría te-
nido la titular de Seguridad en dicho
retiro, además del envío del oficio pre-
viamente. Distintas situaciones que
han puesto bajo cuestionamientos su
“habilidad política” para el cargo. Las
críticas, además, se han dirigido hacia
su desempeño en la primera interven-
ción en la comisión de Seguridad de la
Cámara, pues diputados afirmaron
que el subsecretario de Seguridad,
Andrés Jouannet, “parecía el minis-
tro”. Así, en la oposición se activaron
distintas acciones, que irán desde ofi-
ciar a la Contraloría hasta buscar ci-
tar al director Cerna.

n Al menos 10 asesinatos en
una semana en la RM

Mientras todo eso ocurre, du-
rante las últimas semanas se ha
registrado un número signi-
ficativo de homicidios. Por
ejemplo, el pasado 19 de
marzo se produjeron seis
crímenes solo en la Región
Metropolitana, a los que
se sumaron a l menos
otros dos asesinatos du-
rante el fin de semana,
mientras que durante las
últimas jornadas se suma-
ron dos nuevas muertes
por armas de fuego en las co-
munas de Cerro Navia y Recoleta.

Por ello, exautoridades y exfis-
cales advierten que, además de
que se requiere aclarar el punto
vinculado a la PDI, es clave ob-
servar otro tipo de medidas en el
ejercicio de su cargo.

Así lo advierte Felipe Harboe, ex-
subsecretario de Interior y actual
investigador del Centro de Estu-

dios en Seguridad y Crimen Organiza-
do de la USS, quien plantea que “la
agenda de seguridad se ha visto opaca-
da por la contingencia económica y lo
ocurrido con la PDI”. Añade, en ese
sentido, que “espero que en las próxi-
mas semana podamos ir conociendo la
hoja de ruta de un ministerio clave,
acompañado de acciones destinadas a
controlar los homicidios que siguen
siendo una preocupación, dados los

últimos casos en la RM”.
Coincide el exfiscal jefe de La Se-

rena Marcelo Sanfeliú, quien ade-
más de medidas centradas en ilíci-
tos con resultado de muerte, con-
sidera necesario que se aborden
“en general los delitos violentos
y crimen organizado”.

n Sugieren evaluar planes 
y advierten incómodo
escenario para Cerna

Al respecto, el exminis-
tro del Interior Jorge Bur-
gos sostiene que “más allá
de la mala semana en nú-
m e r o d e h o m i c i d i o s
consumados, hace tres
años que la tasa viene
bajando”. Sin embar-
go, dice que “creo que
deben evaluarse los
planes actuales y de-
t e r m i n a r r e f o r z a -
miento donde el aná-
lisis lo determine”.

Con todo, Burgos re-
salta que Steinert aún

está en “fase de instalación” y destaca que
“ha mostrado despliegue territorial”.

Sin embargo, advierte que “lo ocurri-
do con la salida de una alta funcionaria
de la PDI introduce un ruido innecesa-
rio. Cuando decisiones de esa naturale-
za no quedan suficientemente justifica-
das en criterios institucionales, se re-
siente la confianza y se tensiona la rela-
ción con la propia policía”.

Algo similar sostiene Sanfeliú,
quien ve que la titular de la cartera,
mediante un error no forzado, “ten-
siona sin ninguna necesidad la rela-
ción de la PDI con el Gobierno y po-
dría tensionar del mismo modo la re-
lación de la PDI con la fiscalía”. Inclu-
so, continúa, “tensiona la
relación con el Congreso,
si es que la Cámara de Di-
putados decide citar al di-
rector general de la PDI a
dar explicaciones de la sa-
lida de la prefecta (r) Con-
suelo Peña. Dado que el
director de la PDI deberá
d a r u n a r e s p u e s t a e n
cuanto si efectivamente la
ministra le solicitó el llamado a retiro
de Peña o fue una decisión autónoma
y justificada desde la PDI”.

Todo eso, apunta, “claramente enre-
da su incipiente gestión, ya que com-
promete o puede comprometer a mu-
chos órganos del Estado”.

n Eventual “factor desgaste rele-
vante para su gestión”

En relación con esto, el exministro
Burgos identifica algunas de las posi-
bles consecuencias en la falta de clari-
dad que persiste en el tema vinculado a
las acciones que habría desplegado la
ministra en relación con la policía civil,
ya que, según dice, “más que un proble-
ma administrativo puntual, aquí hay un
tema de consistencia”. 

Agrega que “si se instala la idea de
que hubo injerencia y luego se niega, el
costo es político y de credibilidad. Eso
puede enredar su gestión y debilitar su
autoridad, especialmente en un sector
—como la seguridad— donde la con-
ducción debe ser clara y respaldada. Si
la situación no se aclara de manera con-

vincente, puede escalar y transformarse
en un factor de desgaste relevante para
su gestión”. 

Pero el extitular de Interior reflexio-
na: “A mi modesto entender, la ministra
tiene potencial y experiencia para ejer-
cer con éxito el delicado cargo, espero se
aclare la situación con estricto apego a
la verdad”.

n Sesión podría ser secreta, a peti-
ción de director de la PDI

En el Congreso, en tanto, el diputado
Ind.-PPD Jaime Araya solicitó, vía ofi-
cio, al presidente de la comisión de Se-
guridad, Cristián Araya (Republica-
nos), que se cite al director Cerna, con el
objeto de conocer su versión. 

Ayer, los legisladores acordaron ci-
tar al mandamás de la institución po-
licial para la sesión del lunes 6 de
abril, la que podría ser secreta, si así lo
solicita Cerna.

Pide que se le pregunten “los funda-
mentos y razones que se tuvieron a la
vista para efectuar el llamado a retiro de
la institución a la subdirectora de Inteli-
gencia, Crimen Organizado y Seguri-
dad Migratoria, prefecta general Sra.
Consuelo Peña San Miguel”.

En paralelo, el legislador buscaría
que confirme “las circunstancias en que
se realizó dicho llamado, fuera de la
época en que se realizan estos movi-
mientos dentro de la institución”.

Junto con esto, se le solicitaría deta-
llar “el mecanismo de notificación a la
Sra. Peña, en atención a que —de acuer-
do a informaciones de medios de comu-
nicación— la exsubdirectora se encon-
traba en medio de labores operativas de

alta relevancia”.
Además de las personas

que participaron de la to-
ma de esta decisión y “la
razón para obtener esta in-
formación, es consecuen-
cia de la citación efectuada
a la ministra de Seguridad
Pública a nuestra comi-
sión, María Trinidad Stei-
nert, el pasado 23 de mar-

zo, quien —al ser consultada por este
tema— deslindó la responsabilidad del
llamado a retiro a la PDI, indicando en
la instancia que la salida de la Sra. Peña
‘es una decisión de la Policía de Investi-
gaciones que llamó a retiro’”.

n Steinert: “Jamás pedí antece-
dentes propios de una causa”

Mientras que, desde el PS, el diputa-
do Raúl Leiva se encuentra afinando
una presentación a Contraloría buscan-
do que se pronuncie sobre la legalidad
del oficio que envió Steinert a Cerna; si
vulneró o no lo establecido por la ley
que crea el Ministerio de Seguridad.

El legislador le consultó sobre esto a
la ministra y esta descartó irregulari-
dades, señalando que “jamás pedí an-
tecedentes propios de la investiga-
ción, solamente los fundamentos del
cambio de todo un equipo investigati-
vo. Esas posibilidades me las da el ar-
tículo 3 de la ley que crea el Ministerio
de Seguridad. No solamente el artícu-
lo 3, sino el artículo 4 letra D y el artí-
culo 5 letra B”.

Exautoridades y exfiscales analizan su instalación en Seguridad:

Llaman a Steinert a centrarse
en combatir homicidios,

mientras oposición activa
ofensiva por presunta

injerencia en PDI

OLIVER RODRÍGUEZ

Los consultados señalan que la falta de claridad
en la salida de la subdirectora de Inteligencia

Consuelo Peña, además de tensionar 
las relaciones con la institución, también lo hace

con el Congreso, pues legisladores oficiarán a
Contraloría para que se pronuncie por el actuar

de la secretaria de Estado y acordaron citar al
director general de la policía civil, Eduardo

Cerna, para el 6 de abril. 

CRÍMENES
Solo el 19 de marzo se

registraron seis
homicidios en la RM, 

a los que se han sumado
al menos cuatro más en

los últimos días.

Una operación de cadera a la
madre de la exministra de Sa-
lud del gobierno saliente, Xi-
mena Aguilera, terminó en una
causa judicial. El proceso penal
comenzó en el verano a partir
de una denuncia realizada por
el exdiputado Gustavo Has-
bún, cuando se cuestionaba pú-
blicamente que el procedi-
miento médico se efectuó en un
plazo muy acotado. Además, la
Corte de Apelaciones de San-
tiago declaró admisible una
querella del abogado Raimun-
do Palamara, la que se sumará a
la causa principal.

La indagatoria quedó en
manos del fiscal de Alta Com-
plejidad Felipe Sepúlveda, de
la jurisdicción metropolitana
Oriente. Ya se despachó una
orden de investigar a la Policía
de Investigaciones (PDI) y la
Brigada Anticorrupción de
esa institución concurrió has-
ta las dependencias del Hospi-
tal del Salvador —donde se
realizó la intervención quirúr-
gica— para solicitar informa-
ción, comentan conocedores
de las pesquisas.

Así lo confirmó la institución
de salud: “Personal de la Policía
de Investigaciones de Chile
concurrió al Hospital del Salva-
dor, donde hizo entrega de un
documento mediante el cual se
solicita información de carácter
institucional. El hospital tomó
conocimiento de los requeri-
mientos contenidos en dicho

documento para proceder a dar
las respuestas que correspon-
dan, en el marco de sus obliga-
ciones legales y en plena cola-
boración con las instancias
competentes”.

n Buscan que implicados
en la causa declaren

En paralelo, Palamara deta-
lla que entre las diligencias so-
licitadas a la fiscalía se encuen-
tra “la declaración de los invo-

lucrados, especialmente las
del ministerio y el hospital,
junto con tener a la vista el in-
forme de la Contraloría, la que
si bien no se había pronuncia-
do cuando se interpuso la que-
rella, la información recabada
y las conclusiones son categó-
ricas en cuanto a la responsa-
bilidad de los involucrados,
entre ellos la ministra y su jefe
de gabinete”.

En tanto, Hasbún comentó a
este medio que “estamos segu-
ros de que se ejerció una pre-
sión indebida en contra de fun-
cionarios para que se saltara la
lista de espera, cometiendo una
negligencia inexcusable que se
derivaría por el tráfico de in-
fluencias del ministerio”.

Detectives de la PDI hicieron solicitud formal:

Hospital reúne datos pedidos por
investigadores tras operación a
madre de exministra Aguilera

El recinto asistencial confirmó que le fue requerida
información “de carácter institucional” y prepara respuesta.
E. CANDIA

La interven-
ción quirúrgica
a la madre de la
exministra de
Salud, Ximena
Aguilera, se
realizó el 23 de
diciembre de
2025.
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TELEFONAZO
Informe de Contraloría dice que
jefe de asesores de exministra
llamó para avisar la llegada de

la madre de esta.

Son 43 los proyectos que la
Subsecretaría de Derechos Hu-
manos, a cargo de Pablo Mira,
está revisando en la materia. Sin
embargo, hay ocho de mayor re-
levancia y tres que suscitan el
mayor interés del gobierno del
Presidente José Antonio Kast,
según se desprende de la expo-
sición de Mira ante la comisión
de Derechos Humanos de la Cá-
mara de Diputados. Así, prime-
ro, expuso el interés por sacar
adelante el proyecto de ley que
regula las modalidades de fi-
nanciamiento de los sitios de
memoria. Porque, comentó,
existen 1.016 sitios de memoria
catastrados en el país, de los
cuales 76 tienen la declaratoria
de Monumento Histórico. Para
este ítem, se asignan más de
$2.800 millones anuales. No
obstante, explicó Mira, acorde a
un mensaje del expresidente
Gabriel Boric, esto funciona con
“una lógica fragmentada que
dificulta la optimización y ren-
dición de dichos sitios”.

Ello, profundizó el ministro
de Justicia, Jaime Rabat, “por al-
guna razón que me cuesta mu-
cho comprender”, el presupues-
to no es administrado por la sub-
secretaría, “porque las transfiere
al Ministerio de las Culturas, y lo
que hace este es celebrar conve-
nios con corporaciones o funda-
ciones que administran los sitios
de memoria”. Por lo tanto, ahon-
da, “debe ser el único caso de la
legislación chilena en que el
mandante no conoce lo que hace
el mandatario, porque este no le
rinde cuentas. Es una cosa real-
mente impresionante”.

te “la prisión preventiva y las pe-
nas de cárcel efectiva para muje-
res embarazadas y madres de ni-
ños menores de tres años, y en su
reemplazo, que procedan medi-
das cautelares o cumplimiento de
penas menos gravosas”.

En tercer lugar, se encuentra
el anteproyecto de Fortaleci-
miento y reforma del Instituto
Nacional de Derechos Huma-
nos (INDH), cuyos ejes princi-
pales se centran en la separa-
ción de funciones de dirección y
gestión, cambios en la gober-
nanza del Consejo, mejoras en
la coordinación interinstitucio-
nal, entre otros.

Ministro Rabat y subsecretario Mira ante Congreso:

Cambios a INDH y financiamiento
de sitios de memoria, entre
prioridades en Derechos Humanos

Se identificaron los proyectos de mayor
relevancia e interés para el Gobierno 
en este ámbito, según se expuso. 

E. CANDIA

COMISIÓN.— El subsecretario de DD.HH., Pablo Mira, y el ministro de Justicia y
DD.HH., Fernando Rabat, expusieron ante la comisión de la Cámara respectiva. 
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TERRORISMO
También se abordó como interés
la protección y reparación a las

víctimas del terrorismo en la
macrozona sur.

n Caso especial de madres
privadas de libertad

Otro de los proyectos que des-
piertan interés es la Ley de Pro-
tección Infanto-Juvenil, puesto
que en Chile existen más de cinco
mil mujeres y más de un centenar
de niños privados de libertad. El
proyecto busca —salvo casos ex-
cepcionales— hacer improceden-
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